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León, Guanajuato, a 17 diecisiete de agosto del año 2012, dos mil doce. .  . . 
V I S T O para resolver el expediente número 049/2012-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta por el ciudadano JOSÉ REFUGIO MUÑOZ LOZA, en contra de la Tesorera Municipal, del notificador que practicó la notificación, del perito valuador David Nicolás Medina Marín y del supervisor Ramón Arraiga Matehuala, todos del Municipio de León, Guanajuato; y, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: .  . . 
C O N S I D E R A N D O:

SEGUNDO.- Que realizando un análisis integral de la demanda y de su ampliación, se concluye que la parte actora impugna los siguientes actos fiscales: el avalúo de fecha 19 diecinueve de septiembre del año 2011, dos mil once; el nuevo valor fiscal del predio ubicado en Boulevard Aeropuerto número 843 ochocientos cuarenta y tres, Colonia Nuevo San Nicolás, de esta ciudad; la notificación de los resultados del avalúo de fecha 18 dieciocho de octubre del año 2011, dos mil once, suscrito por la Tesorera Municipal; y, el cobro de honorarios de avalúo. La existencia de estos actos fiscales impugnados se encuentra acreditada en autos de esta causa; la del primero y segundo acto con el original del referido avalúo catastral; y, la del tercero y cuarto acto con copia al carbón del citado oficio. . .  . . . . 

TERCERO.- Que conforme a lo estipulado por los artículos 261 y 262 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a  instancia de  parte debe proceder al  análisis de las causales de improcedencia o de sobreseimiento previstas en estos artículos respectivamente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La autoridad demandada no hace valer ninguna causal de improcedencia y de un minucioso análisis de las constancias que integran esta causa se concluye que no se actualiza ninguna causa de improcedencia de las previstas en el citado artículo 261, ni tampoco se configura ninguna causa de sobreseimiento de las establecidas en referido artículo 262, por lo que en el siguiente considerando se procede al estudio de los conceptos de impugnación. . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . 

CUARTO.- Que en el primer concepto de impugnación del escrito inicial de demanda la actora aduce que la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, en su Titulo Cuarto Capítulo I, habla de los impuestos en especial del impuesto predial, de la forma como se calculará y se cobrará, señalada el artículo 162, fracción II, lo siguiente: “La base del Impuesto Predial será el valor fiscal de los inmuebles, el cual se determinará: II.- Por avalúo practicado por peritos autorizados por la Tesorería Municipal; en tanto son valuados, el valor con que se encuentren registrados;”, indica el procedimiento que deberá seguir para realizar los avalúos que servirán de base para determinar el impuesto predial y uno de esos requisitos lo contempla el artículo 176 de la misma Ley, el que señala: “La práctica de todo avalúo deberá ser ordenada por la Tesorería Municipal por escrito en los casos que esta Ley establece y será practicada por los peritos que se designen para este efecto.” Situación que ha dejado de cumplirse en este caso y que le causa agravio, ya que no se actuó conforme a la Ley, toda vez que no se apegó a las formalidades establecidas por este artículo al no existir ni habérsele mostrado orden escrita emitida por la Tesorera Municipal, en la que se ordene la práctica del avalúo, afectando su interés jurídico; sigue manifestando en el segundo concepto de impugnación en lo toral que le causa agravio el incumplimiento del artículo 177 de la citada Ley de Hacienda, transcribe el primer párrafo, ya que el perito no se presentó en el inmueble materia del avalúo y por lo anterior en ningún momento mostró la orden para realizar el avalúo, del cual tiene conocimiento hasta la notificación de los resultados del avalúo, dejándolo en estado de indefensión, ya que la autoridad actúo inobservando la Ley en la materia, pues únicamente se recibió la notificación impugnada, por tanto, debe quedar sin efectos dicho avalúo por no estar apegado a derecho. En tanto que, la Tesorera Municipal y el Perito demandado, en su respetiva contestación de la demanda, al refutar la argumentación del primer concepto de impugnación aducen en esencia que se cumplió con la formalidad de dictar la orden de avalúo y que fueron notificados los resultados del avalúo, por lo que no se causa agravio a la parte actora; y, al contestar el segundo concepto de impugnación aducen que como se acredita con la documental que se anexa, el procedimiento a que se refiere el promovente en los artículo 177 y 162 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, fue agotado conforme a Derecho ya que existe la orden de valuación, así como la notificación respectiva. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Concepto de impugnación que resulta FUNDADO, en mérito de lo siguiente: 
Estos conceptos de impugnación se analizarán de manera conjunta, en razón de que la argumentación lógica y jurídica expresada en los mismos, tiene relación entre sí. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .     
En efecto, es el caso que no se respetaron las formalidades establecidas por los artículos 176 y 177 de la  Ley de  Hacienda para los  Municipios del Estado de Guanajuato, para la práctica del avalúo impugnado; pues, dichos numerales  constriñen a la Tesorera Municipal, de manera previa, a valuar un inmueble, a cumplir con los pasos formales siguientes: 1.- Emitir una orden escrita debidamente fundada y motivada; 2.- Designar en dicha orden al perito o peritos para la práctica del avalúo; 3.- Emitir la notificación de los resultados del avalúo y el monto del impuesto; 4.- Conceder un plazo de 30 treinta días, al contribuyente para que formule aclaraciones; 5.- Valuar por separado el terreno y las construcciones; 6.- Elaborar el avalúo en las formas oficiales correspondientes; 7.- Aplicar valores unitarios del suelo y de las construcciones conforme lo establece la Ley de Ingresos para el Municipio de León, Guanajuato, para el ejercicio fiscal correspondiente; y, 8.- La visita física del perito en hora y día hábiles al inmueble objeto de la valuación. 

Bajo esta tesitura, la orden de valuación y la visita física al inmueble materia de la valuación, son actos previos a la emisión del avalúo que fija el valor fiscal del inmueble y al no emitirse estos actos el avalúo impugnado resulta ilegal. . . . .  . . . . . 
En la especie, el actor expresa que no existió ni se le mostró la orden de valuación y el perito nunca se presentó en el inmueble, mientras que la Tesorera Municipal para desvirtuar esa negativa exhibió al sumario la orden de valuación folio número 348973-11, de fecha 09 nueve de septiembre del año 2011, dos mil once, suscrita por el entonces Tesorero Municipal, pero no demostró en autos con medio convictivo alguno que la perito autorizada en dicho mandamiento, de manera previa al avalúo impugnado, haya dado a conocer a la parte actora dicha orden de valuación, ya que omitió exhibir el acta circunstanciada relativa a la visita practicada al inmueble materia de la valuación, por tal virtud, ésta orden como acto administrativo no surtió sus consecuencias jurídicas, dado que estas empiezan hasta el momento en que se da a conocer con apego a derecho, de donde resulta, que para efectos del caso que se resuelve, la orden de valuación tiene la presunción de legalidad, pero no es un acto eficaz, porque formalmente aún no ha sido mostrado al justiciable, ya que al momento de la presentación de la demanda todavía no conocía dicho mandamiento, pues según se advierte de las constancias que obran en autos del presente proceso, el justiciable conoció de la existencia de la orden de valuación que nos ocupa, hasta cuando se le notificó el acuerdo dictado en esta causa el día 28 veintiocho del mes febrero del año en curso, a través del cual se le admitió como documental pública dicha orden de valuación; sobre al particular cabe precisar, que efectivamente en la orden de valuación que nos ocupa, se designó a los ciudadanos Jesús Martínez y  Gabriela Zepeda, para que practicaran la visita física al inmueble materia de la valuación; pero, es el caso que el avalúo aportado por la autoridad y que obra en el presente expediente, no está elaborado por dichos peritos, sino que se encuentra suscrito entre otras autoridades, por el perito de nombre David Nicolás Medina Marín, por tanto, las persona autorizadas para practicar la visita física al inmueble objeto de valuación y el perito que elaboró el avalúo no son la misma persona; en consecuencia, es cierto, que formalmente no existía la multireferida orden, omisión que trae consigo el incumplimiento de la exigencia prevista en el primer párrafo del artículo 176 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, vulnerándose en perjuicio del impetrante dicho numeral. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por otro lado y en cuanto a la visita física al predio materia de la valuación, no obra en autos de esta causa fiscal el acta circunstanciada en la cual se documenta o se hace constar la visita física al inmueble materia de la valuación, pues al inicio de la respectiva diligencia el perito autorizado se encuentra obligado a hacer constar que mostró la orden de valuación al destinatario -ciudadano José Refugio Muñoz Loza-, o en su caso, a los ocupantes del inmueble visitado, sin embargo, la Tesorero Municipal no justificó este hecho, pues omitió exhibir la diligencia respectiva, con lo que se viola en perjuicio del actor el artículo 177 de la  Ley de  Hacienda para los  Municipios del Estado de Guanajuato; en consecuencia, partiendo de la anterior premisa, el avalúo impugnado es ilegal por haberse practicado, sin agotar previamente las etapas del procedimiento de valuación. . . . . . 
De este modo, se concluye que el avalúo a debate como acto fiscal no reúne el elemento de validez establecido en el artículo 137, fracción VIII, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, elemento que deben satisfacer los actos administrativos, estos últimos entendidos en su acepción amplia, por ello, no existe impedimento para concluir que los actos emitidos por las autoridades fiscales quedan incluidos en los actos administrativos; de esta forma, de acuerdo a lo señalado por la fracción VIII del referido artículo 137, la Tesorera Municipal al emitir el avalúo para actualizar el valor fiscal del predio que nos ocupa, esta constreñida a satisfacer las formalidades del procedimiento de valuación establecidas en los artículos 176 y 177 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, formalidades que no se cumplieron por parte de la Tesorera Municipal, al no haber demostrado  que emitió y dio a conocer de manera previa la orden de valuación y al no haber exhibido la diligencia o acta circunstanciada de la visita física al inmueble materia de la valuación; en consecuencia, el avalúo impugnado se practicó, sin agotar previamente las formalidades del procedimiento de valuación, vicio que origina la ilegalidad del avalúo impugnado que fija el valor fiscal del inmueble que nos ocupa, en la cantidad de $185’769,672.60 (ciento ochenta y cinco millones setecientos sesenta y nueve mil seiscientos setenta y dos pesos 60/100 moneda nacional). . . . . 

Bajo la Tesitura de lo anterior, el avaluó impugnado que modifica el valor fiscal del referido inmueble, afecta de manera directa e inmediata la esfera jurídica de la parte actora, ya que se vulneran en su perjuicio los artículos 4, primer párrafo de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; y, 176 y 177 de la aludida Ley de Hacienda; en consecuencia, es el caso que se actualiza la causal de ilegalidad prevista en la fracción III del artículo 302 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por ende,  con fundamento en lo establecido en el artículo 300 fracción II del mismo Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, es de decretarse la nulidad lisa y llana del avalúo fiscal de fecha 19 diecinueve de septiembre del año 2011, dos mil once, a través del cual se fija el valor fiscal al inmueble que nos ocupa y de sus actos consecuentes como lo es el oficio con folio número 0766369, de fecha 18 dieciocho de octubre del mismo año, suscrito por la Tesorera Municipal, mediante el cual al impetrante se le dan a conocer los resultados de referido avalúo y los honorarios por la elaboración del avalúo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por consiguiente, de acuerdo a lo señalado por el artículo 143, párrafo segundo, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, la declaración de nulidad del avalúo fiscal impugnado, produce efectos retroactivos, esto es, devuelve las cosas al estado en que se encontraban antes de la violación, de esta manera, en el proceso administrativo el Juzgador se encuentra constreñido a restituir al actor en el goce de sus derechos violados con la emisión del acto impugnado; en ese sentido, con fundamento en lo establecido en el artículo 300 fracción V, del mismo Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, se reconoce a la parte actora el derecho amparado por el artículo 168, párrafo tercero, de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, en el sentido de que mientras se practica el nuevo avalúo que actualizará el valor fiscal del inmueble que nos ocupa, la base del impuesto predial seguirá siendo el valor fiscal fijado en el avalúo anterior; por tanto, con apoyo en lo establecido en el artículo 300, fracción VI, del mismo Código, se condena a la Tesorera Municipal, a que determine y liquide la referida contribución tomando como base del impuesto predial el último valor fiscal registrado; debiendo informar a este Órgano de Control de Legalidad el cumplimiento dado a este fallo y exhibir las constancias relativas al mismo. Por otro lado, no se omite mencionar que a pesar de que la actora no precisa en la demanda que ejerce la acción del reconocimiento del derecho amparado por una norma jurídica, ni la de condena, previstas respectivamente en las fracciones II y III del artículo 255 citado del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, al solicitar que se respete el valor fiscal anterior, se abordó la procedencia de la pretensión de condena, en virtud de que conforme a lo previsto por el artículo 1° en relación con el 133, última parte, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el primero reformado según Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el día 10 diez de junio del año 2011, dos mil once, este Órgano de Control de Legalidad, se encuentra obligado a proteger y garantizar los derechos humanos de las personas, numerales que establecen: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“Artículo 1°.- En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que esta Constitución establece.

Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con esta Constitución y con los tratados internacionales de la materia favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia.

Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos, en los términos que establezca la ley.

Está prohibida la esclavitud en los Estados Unidos Mexicanos. Los esclavos del extranjero  que entren al  territorio  nacional  alcanzarán, por este solo hecho, su libertad y la protección de las leyes.

Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o nacional, el género, la edad, las discapacidades, la condición social, las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas.”

“Artículo 133.-  Esta  Constitución, las  leyes del  Congreso  de la  Unión que emanen de ella y todos los Tratados que estén de acuerdo con la misma, celebrados y que se celebren por el Presidente de la República, con aprobación del Senado, serán la Ley Suprema de toda la Unión. Los jueces de cada Estado se arreglarán a dicha Constitución, leyes y tratados, a pesar de las disposiciones en contrario que pueda haber en las Constituciones o leyes de los Estados.”

Adminiculando entre sí estos dos preceptos, se colige que se contempla a los Jueces en una acepción amplia, por lo que también se incluye a los Jueces Administrativos Municipales y si estos tienen encomendada la función jurisdiccional que le confieren al Municipio, los artículos 115, fracción II, inciso a), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 117, párrafo primero, después de la fracción XVII, de la Constitución Política del Estado de Guanajuato y 216 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, por tanto, como órganos jurisdiccionales se encuentran constreñidos a proteger y garantizar de manera plena los derechos humanos previstos en nuestra Carta Magna y en los Tratados Internacionales de la materia firmados por México, debiendo favorecer en todo tiempo a las personas con la protección más amplia que en derecho proceda. . 
Al respecto, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, del día 16 dieciséis de diciembre del año de 1976, mil novecientos setenta y seis, aprobado por el Senado de la República y publicada en el Diario Oficial de la Federación el día 09 nueve de enero de 1981, mil novecientos ochenta y uno; en su artículo 2° dispone: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“1.- Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a 
respetar y garantizar a todos los individuos que se encuentran en su territorio y estén sujetos a su jurisdicción, los derechos reconocidos en el presente Pacto, sin discriminación alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social. 

2.- Cada Estado Parte se compromete a adoptar, con arreglo a sus procedimientos constitucionales y las disposiciones del presente Pacto, las medidas oportunas para dictar las disposiciones legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para hacer efectivos los derechos reconocidos en el presente Pacto y que no estuviesen ya garantizados por disposiciones legislativas o de otro carácter.

3.- Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a garantizar que: 

a).- Toda persona cuyos derechos o libertades reconocidos en el presente Pacto hayan sido violados podrá interponer un recurso efectivo, aun cuando tal violación hubiera sido por personas que actuaban en ejercicio de sus funciones oficiales;

b).- La autoridad competente judicial, administrativa o legislativa, o cualquiera otra autoridad competente prevista por el sistema legal del Estado, decidirá sobre los derechos de toda persona que interponga tal recurso y desarrollará las posibilidades del recurso judicial; 

c).- Las autoridades competentes cumplirán toda decisión en que se haya estimado procedente el recurso.”

Mientras que, en relación a los derechos humanos la Convención Americana 

de Derechos Humanos “Pacto de San José”, debidamente aprobada por el Senado de la República y publicada en el Diario Oficial de la Federación el día 09 nueve de enero de 1981, mil novecientos ochenta y uno, en su artículo 1° establece: . . .  . . . . 

“Artículo 1°.- Obligación de respectar los Derechos.

1.- Los Estados Partes en esta Convención se comprometen a respetar los derechos y libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que este sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social. 
2.- Para los efectos de esta Convención, persona es todo ser humano.”

Como se puede observar en los preceptos transcritos en supralíneas tanto  en nuestra Carta Magna como en los tratados internacionales, la función jurisdiccional comprende la tutela de los Derechos Humanos de las personas, de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad, motivo por el cual este Órgano Jurisdiccional Municipal en materia administrativa de acuerdo a dichas disposiciones se encuentra constreñido a proteger el derecho humano de protección judicial efectiva con el fin inmediato de dar acceso a la justicia; pues, no se pierde de vista que el derecho de tutela judicial efectiva se contempla como derecho humano en los Tratados Internacionales y como Garantía Individual en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la que se refleja y tutela por el artículo 206, primer párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; de este modo, en la especie a efecto de brindar seguridad jurídica frente a las actuaciones arbitrarias de las autoridades Municipales demandadas y además por todo lo anterior se abordó la pretensión de condena en los términos y condiciones expresados en párrafos anteriores, partiendo y sustentando este fallo en el tradicional concepto de justicia que nos dice que “es la constante y perpetua voluntad de dar a cada quien lo suyo”. -Ulpiano-. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
QUINTO.- Que la argumentación esgrimida en los conceptos de impugnación analizados en el considerando que antecede, es suficiente para declarar la nulidad de los actos impugnados, por lo que resulta innecesario el estudio de los demás conceptos de impugnación esgrimidos en el capítulo respectivo de la demanda, toda vez que de resultar procedente alguno de estos, en nada variaría el sentido de esta sentencia. Al respecto resulta ilustrativa la tesis sustentada por la Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Séptima época, Volumen 157-162. Cuarta Parte, visible a página 32, bajo el rubro siguiente: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN, ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.- Si al examinar los conceptos de violación invocados en la demanda de amparo resulta fundado uno de estos y el mismo es suficiente para otorgar al peticionario de garantías la protección y el amparo de la justicia federal, resulta innecesario el estudio de los demás motivos de queja”. . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos 206-A párrafo segundo y 216 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 287, 298, 299, 300 fracciones II, V y VI; y, 302 fracción III del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SEGUNDO.- Se declara la NULIDAD LISA Y LLANA del avalúo fiscal de fecha 19 diecinueve de septiembre del año 2011, dos mil once, del inmueble ubicado en “Boulevard Aeropuerto número 843 ochocientos cuarenta y tres, Colonia Nuevo San Nicolás”, de esta ciudad, registrado bajo la cuenta predial número      03-M-000644-001; el nuevo valor fiscal al inmueble que nos ocupa; y, sus actos consecuentes como lo son el oficio con folio número 0766369, de fecha 18 dieciocho de octubre del mismo año, suscrito por la Tesorera Municipal, mediante el cual al impetrante se le dan a conocer los resultados de referido avalúo; y, los honorarios por la elaboración del avalúo; lo anterior, por las razones lógicas y jurídicas expuestas en el cuarto considerando de esta sentencia. . . . . . . .  . . . . . . . . 
TERCERO.- Se reconoce el actor el derecho amparado por el artículo 168, párrafo tercero, de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, a fin de en tanto se practica el nuevo avalúo que actualizará el valor fiscal del inmueble que nos ocupa, la base del impuesto predial siga siendo el valor fiscal fijado en el avalúo anterior, por las razones lógicas y jurídicas expuestas en el 
cuarto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . 
CUARTO.- Se condena a la Tesorera Municipal a que determine y liquide el impuesto predial, tomando como base de dicha contribución el último valor fiscal registrado; lo anterior, por las razones lógicas y jurídicas expuestas en el cuarto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos. . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . 

En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dese  de baja en el Libro de Registros de este Juzgado. . . . . . . . . . . . . . 

Así lo resolvió y firma, en 5 cinco tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta la LICENCIADA MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ.- que da fe. . . . . . . . . . . . . . . 

